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DERECHOS A LA VIDA DIGNA Y A LA SALUD / REALIZACIÓN DE PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [N]o basta con que se estén adelantando las actuaciones pertinentes para garantizar la atención que necesita el accionante, sino que la misma debe materializarse sin más demoras ni trabas administrativas.  En tal virtud, la presente acción de tutela es procedente para lograr la efectiva protección de los derechos constitucionales fundamentales de la adolescente PATS y como consecuencia de ello, se ordenará a SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD ambos  de la POLICÍA NACIONAL, de manera conjunta y de acuerdo con sus funciones y competencias, que dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo autoricen y programen a la joven PATS la cirugía “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla”, en los términos como la prescribió el ortopedista.  Así mismo, las entidades demandada y vinculada son responsables de garantizarle a la menor de edad todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil, continua  y con calidad, así mismo, que la atención abarque no sólo los que se encuentren dentro del listado del plan obligatorio salud, sino aquellos que los médicos tratantes consideren pertinentes para restablecer la salud del menor o para aminorar sus dolencias y que permita llevar una vida en condiciones dignas, así se encuentren excluidos del plan de beneficios y mientras exista una prescripción médica al joven Tapiero Sánchez que se derive del procedimiento quirúrgico antes descrito, con el fin de que no tenga que estar interponiendo otras tutelas para acceder a los mismos.  Lo anterior, conforme al precedente de la Corte Constitucional en la Sentencia T-214 de 2013 que reiteró los criterios que deben tener en cuenta las Entidades Promotoras de Salud – EPS, para garantizar la continuidad en la prestación del servicio público de salud sobre tratamientos médicos ya iniciados (…).
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Ilma Cecilia Sánchez, obrando en representación de su hija PATS en contra de Sanidad de la Policía Nacional por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la salud, vida e integridad personal.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó la señora Ilma Cecilia Sánchez que desde abril de 2016 viene intentando que Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional lleve a cabo la cirugía de rodilla derecha a su hija PATS, de 17 años de edad, por presentar ruptura de ligamiento cruzado y lesión meniscal, para lo cual le fueron ordenados los procedimientos “sutura meniscal medial y lateral condroplastia de rótula y sinovectomia de rodilla”, lo cual le ha afectado la otra rodilla.  Señaló la señora Sánchez que su hija requiere urgentemente de la intervención antes aludida, toda vez que sale a vacaciones de la universidad, tiempo que necesita para su recuperación y poder ingresar nuevamente a sus estudios. 
En tal sentido, solicitó que se ordene a Sanidad de la Policía Nacional de esta ciudad que lleve a cabo la intervención quirúrgica ordenada por el  ortopedista Bernardo Covo Torres del Hospital Universitario San Jorge de Pereira el 1º de junio de 2017 (Fl. 6), misma que había sido prescrita  desde el 25 de abril de 2016 para “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla” (Fl. 14).

2.2. Mediante auto del 2 de junio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Policía Nacional con sede en Bogotá para que se integrara el litisconsorcio necesario. Así mismo, se decretó de manera oficiosa una medida provisional con el fin de que la entidad accionada y demanda realizaran inmediatamente los trámites administrativos tendientes a autorizar la cirugía solicitada por la señora Sánchez (Fls. 20-22).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1.  DIRECCIÓN SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL
Afirmó que no se le ha negado ningún servicio a los que tiene derecho la accionante, precisando que en las instalaciones de esa entidad sólo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio, por lo que se hace necesario contratar los demás servicios en salud con diferentes entidades de según nivel de complejidad como lo es la Clínica Avellana, Liga Contra el Cáncer; de tercer y cuarto nivel complejidad como lo es la Clínica Comfamiliar, de conformidad con la ley de contratación de la administración pública y con el Decreto 1082 de 2015 para lo cual existe un procedimiento interno establecido  para los usuarios del sistema de salud de la Policía.

Indicó que en el presente caso, la paciente Tapiero Sánchez fue valorada “el jueves 29 de julio de 2017” (sic) por el doctor Bernardo Cobo, ortopedista del Hospital Universitario San Jorge, quien le ordenó los exámenes de laboratorio prequirúrgicos y cita con el anestesiólogo. En tal sentido, se solicitó a ese mismo hospital cotización para la adquisición del material de osteosíntesis que requiere la usuaria y una vez se obtenga la respuesta, se procederá a ordenar la realización de procedimiento  quirúrgico.
Por lo anterior, consideró que al haberse atendido las necesidades de la  accionante no existe prueba de negación o tardanza de su parte en la atención a la salud del accionante, ni que tuviera pendiente algún procedimiento o tratamiento (Fls. 35 y 36).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandada y vinculada han vulnerado los derechos fundamentales a la adolescente PATS; de manera tal, que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que desde el 25 de abril de 2016 el doctor Limbergt Alberto Pinzón Henao de la Unidad Médica Risaralda de la Policía Nacional ordenó a la joven Tapiero Sánchez la cirugía denominada “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla” (Fl. 14), intervención quirúrgica que no había sido realizada por algunos inconvenientes administrativos de la entidad accionada, circunstancia que llevaron a que la adolescente fuera valorada el  1º de junio de 2017 por el ortopedista la Bernardo Covo Torres del Hospital Universitario San Jorge de Pereira, quien confirmó la necesidad de dicho procedimiento (Fl. 6), el cual no había sido autorizado por la accionada, motivo el cual la madre de PATS acudió a la intervención del juez de tutela al considerar que la salud de su hija se ha menguado al punto de que su rodilla izquierda está igualmente afectada.

4.5. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras). 
4.6.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)
4.7. Ahora bien, el Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional señaló en su respuesta a la demanda de tutela que se estaba a la espera de que el Hospital Universitario San Jorge de Pereira cotizara el material de osteosíntesis que requiere la joven Tapiero Sánchez para llevar a cabo el procedimiento quirúrgico reclamado por esta vía.  Al respecto, existe una constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta que la señora Ilma Cecilia Sánchez, madre de la joven PATS, manifestó que no estaba de acuerdo con lo indicado por la entidad accionada, toda vez que luego de que el médico le ordenara a su hija la cirugía en abril de 2016, la menor fue programada para que se realizara dicho procedimiento en la Clínica Avellana de Santa Mónica, Dosquebradas, donde la valoró el ortopedista y fue citada para la cirugía; sin embargo, el día que se presentaron, fueron informadas que el contrato con Sanidad de la Policía Nacional había culminado.  Por lo tanto, debió iniciar nuevamente el trámite respectivo para que su hija fuera examinada por otro ortopedista, esta vez, del Hospital Universitario San Jorge de Pereira, especialista que el 1º de junio de 2017 confirmó la necesidad de prescribir la cirugía “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla”, orden que presentó a Sanidad de Risaralda en donde fue informada que la llamarían para entregar la respectiva autorización, sin que a la fecha de presentación de la acción de tutela hubiera recibido una respuesta, situación que lleva soportando por más de un año y que ha afectado la otra rodilla de su hija, lo que le causa dolores y le impide caminar.  De tal manera, que consideró necesario instaurar esta acción de tutela, máxime que la menor se encuentra en vacaciones de la universidad Fundación del Área Andina, por lo que quería aprovechar ese período para que la intervinieran quirúrgicamente (Fl. 37).

4.8.  El artículo 49 de la Constitución Política dispone que  el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”. El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas.

4.9. De acuerdo a la Corte Constitucional, los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes gozan de una especial protección tanto en el ámbito internacional como en nuestro Estado Social de Derecho, ello dado la situación de indefensión, vulneración y debilidad de esta población y la necesidad de garantizar un desarrollo armónico e integral de la misma. Al respecto, la Ley 1751 de 2015 “por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones” señala el principio de “prevalencia de derechos”, de acuerdo con el literal f) del artículo 6º, le compete al Estado “implementar medidas concretas y específicas para garantizar la atención integral a niñas, niños y adolescentes. En cumplimiento de sus derechos prevalentes establecidos por la Constitución Política. Dichas medidas se formularán por ciclos vitales: prenatal hasta seis (6) años, de los (7) a los catorce (14) años, y de los quince (15) a los dieciocho (18) años”.  De ahí que, en tratándose de menores de edad, el derecho a la salud cobra mayor relevancia, toda vez que se trata de sujetos que por su temprana edad y situación de indefensión requieren de especial protección. Por esta razón, a partir de lo dispuesto en el artículo 44 de la Constitución Política, la jurisprudencia constitucional ha establecido que, como respuesta a su naturaleza prevalente, en lo que atañe al examen de los requisitos para el otorgamiento de prestaciones en salud, la Corte ha concluido que su análisis debe realizarse de forma flexible, en aras de garantizar el ejercicio pleno de sus derechos  (ver Sentencia T-121 de 2015

4.10. Así las cosas, para esta Sala no son de recibo los argumentos expuestos por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda en el sentido de que se está a la espera de que por parte del Hospital Universitario San Jorge de Pereira se allegue la cotización del material de osteosíntesis para el programar la cirugía a la adolescente Tapiero Sánchez, cuando lo cierto es que desde el mes de abril de 2016 la menor tiene una orden médica que se ha venido dilatando su realización sin justificación válida, lo  que ha retrasado el tratamiento para su diagnóstico “DESGARRO DE MENISCOS”, lo que constituye una violación flagrante a los derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y la integridad personal de la adolescente, por lo que la mediación del juez constitucional se hace necesaria.
4.11.  La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que  la entidades que prestan los servicios de salud no pueden exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requieren sus  usuarios, ni los mismos pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos, tal como lo indicó ese Máximo Tribunal en la Sentencia T-1218 de 2004, cuando estableció lo siguiente: 
 
  “(…) Es así como esta Corte frente a dilaciones en el servicio de salud debido a trámites administrativos, ha sostenido:
 
´Así pues, en un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana (art. 1º C.P.) y en la conservación del valor de la vida (Preámbulo y art. 11 C.P.), no puede predicarse la efectividad del servicio de salud en aquellos eventos en los cuales la E.P.S., desconociendo las reales circunstancias de salud de un afiliado y sin mediar justificación, lo somete a esperar indefinidamente la práctica de una cirugía que se necesita de manera urgente, o antepone problemas administrativos, contractuales, económicos, o disposiciones de carácter legal para negarse a prestar el tratamiento médico que le garantizará al usuario la existencia digna´.
 
(…) En conclusión, la E.P.S. demandada no puede exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requiere la demandante.
 
De igual manera, los usuarios del sistema de salud no pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos. 
 
(…) 
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que quien presta un servicio de salud, no puede realizar actos que puedan llegar a comprometer la continuidad del servicio y en consecuencia la eficiencia del mismo.
 
Así pues, es obligación tanto de las entidades públicas como de las privadas que intervienen en la prestación de los servicios de salud, garantizar su continuidad.

 
En el presente caso debe esta Sala reiterar que sin importar la razón por la que se extingue la vinculación con la E.P.S, ésta se encuentra en la obligación   de culminar los tratamientos y los procedimientos médicos ya iniciados, mientras no se asegure su culminación por parte de otras Empresas Promotoras de Salud, por lo que la terminación abrupta de aquellos, quebranta los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida y  la integridad personal”.
4.12.  Por lo tanto, no basta con que se estén adelantando las actuaciones pertinentes para garantizar la atención que necesita el accionante, sino que la misma debe materializarse sin más demoras ni trabas administrativas.  En tal virtud, la presente acción de tutela es procedente para lograr la efectiva protección de los derechos constitucionales fundamentales de la adolescente PATS y como consecuencia de ello, se ordenará a SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD ambos  de la POLICÍA NACIONAL, de manera conjunta y de acuerdo con sus funciones y competencias, que dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo autoricen y programen a la joven PATS la cirugía “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla”, en los términos como la prescribió el ortopedista.  Así mismo, las entidades demandada y vinculada son responsables de garantizarle a la menor de edad todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil, continua  y con calidad, así mismo, que la atención abarque no sólo los que se encuentren dentro del listado del plan obligatorio salud, sino aquellos que los médicos tratantes consideren pertinentes para restablecer la salud del menor o para aminorar sus dolencias y que permita llevar una vida en condiciones dignas, así se encuentren excluidos del plan de beneficios y mientras exista una prescripción médica al joven Tapiero Sánchez que se derive del procedimiento quirúrgico antes descrito, con el fin de que no tenga que estar interponiendo otras tutelas para acceder a los mismos.  Lo anterior, conforme al precedente de la Corte Constitucional en la Sentencia T-214 de 2013 que reiteró los criterios que deben tener en cuenta las Entidades Promotoras de Salud – EPS, para garantizar la continuidad en la prestación del servicio público de salud sobre tratamientos médicos ya iniciados, así: 

“(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tiene (sic) a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”
.    

6.4.6 La Corte ha sostenido que el principio de continuidad en la prestación de servicios de salud responde, no solo a la necesidad de los usuarios de recibir tales servicios, sino también a los postulados del principio de buena fe y de confianza legítima contemplados en el artículo 83 de la Constitución Política de 1991 que dispone:

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Esos fundamentos garantizan a los usuarios de los servicios de salud que su tratamiento no va ser suspendido luego de haberse iniciado
 bajo la vigencia de una afiliación que posteriormente se extingue, sin que deba importar la causa de su terminación. En ese orden, el tratamiento médico debe ser terminado hasta la recuperación o estabilización del paciente, esto es, sin interrupciones que pongan en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal o a la dignidad
. 

6.4.7 Conforme a lo antedicho, la Corte ha identificado una serie eventos en los que las EPS no pueden justificarse para abstenerse de continuar con la prestación de los tratamientos médicos iniciados, estos son:   “i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”
. 
(Subrayas fuera del texto original)

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida digna y salud invocados por la señora Karina Obando González.

SEGUNDO: ORDENAR a SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD ambos  de la POLICÍA NACIONAL, que de manera conjunta y de acuerdo con sus funciones y competencias, que dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, autoricen y programen a la joven PATS la cirugía denominada “sutura menisco medial y lateral, condroplastia de rótula y sinovectomía de rodilla”, en los términos como la prescribió el ortopedista.  Así mismo, las entidades demandada y vinculada son responsables de garantizarle a la menor de edad todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil, continua  y con calidad;  es decir, que la atención abarque no sólo los servicios que se encuentren dentro del listado del plan obligatorio salud, sino aquellos que estén excluidos del plan de beneficios y mientras se deriven del procedimiento quirúrgico antes descrito, con el fin de que no tenga que estar interponiendo otras tutelas para acceder a los mismos.

TERCERO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Ver sentencia T-1198 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias T-164 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-505 de 2012 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), entre otras. 


� Ver Sentencia T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), en la que se ratifica lo considerado en la sentencia T-573 de 2005 (MP.  Humberto Antonio Sierra Porto), en lo concerniente a que la buena fe constituye el fundamento la confianza legítima, lo que conlleva a la garantía de que a las personas no se le suspenda un tratamiento de salud una vez se haya iniciado.


� Ver Sentencia T-185 de 2010 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencia T-170 de 2002 (Manuel José Cepeda Espinosa), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias C-800 de 2003 (MP. Manuel José Cepeda), T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), T-281 de 2011 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-531 de 2012 (MP. Adriana María Guillén Arango), entre otras. 
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